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RECOMENDACIONES 

 

En nuestro marco conceptual toda política sectorial es entendida como un 

complejo de “principios y reglas básicas, principios de organización y procedimientos 

fundamentales”  que establece un Gobierno -conforme la propia realidad geográfica, 

social y económico-financiera- con el propósito de optimizar la aplicación y controlar 

el buen uso y aprovechamiento de sus recursos, con la finalidad de contribuir al 

desarrollo integral de un cierto territorio o un determinado sector o jurisdicción”. 

Al respecto: 

 

 En la política sectorial de agua y saneamiento el concepto de accesibilidad  a 

servicios básicos está muchas veces ligado al de equidad; perspectiva desde la 

que es importante profundizar  la política provincial en lo que respecta al 

desarrollo de proyectos, programas y acciones estructurales concretas de agua y 

saneamiento para mejorar aún más, y más igualitariamente, la situación en 

algunas áreas, sobre todo en aquellos zonas, áreas o localizaciones con escasez 

de agua y/o con problemas de calidad de la misma. 

Las acciones estructurales en desarrollo en la provincia, en especial distintas 

obras de captaciones, plantas de tratamiento, acueductos, derivaciones y obras 

de distribución ejecutadas, en ejecución y proyecto, son la llave para mejorar las 

prestaciones de agua, en cantidad y calidad,  para el consumo humano.  

 Emerge por otra parte la conveniencia de plantear y plasmar consistentes 

medidas no estructurales (como la generación del sistema provincial integrado de 

desarrollo, regulación y control de los servicios de agua y saneamiento, que aquí 

se propone) al mismo tiempo de sostener la estrategia de permanente gestión 

gubernamental para dar continuidad al financiamiento de obras de infraestructura 

hídrico-sanitaria claves, que por los antecedentes consultados requieren 

invariablemente acompañamiento financiero del orden nacional y/o internacional. 

El sostenimiento en el tiempo de ambos tipos de  instrumentos (normativos y de 

infraestructuras) en simultáneo con otras acciones y medidas que involucren el 

compromiso de la sociedad y de las autoridades a nivel de municipios, mejoraría 

realmente la efectividad del andamiaje institucional en orden al acceso universal y 

equitativo de la población a servicios de agua segura y saneamiento confiables. 

 El conjunto de recomendaciones precedentes involucra a algunas de las 

funciones del Estado citadas en los tramos introductorios y de fundamentación del 

proyecto informado: 

o Desarrollar políticas y capacidad institucional para planificación y gestión. 

o Evaluar y promover el acceso universal y equitativo de la población a 

servicios de agua y saneamiento y de los prestadores de salud. 

o Fortalecer capacidades institucionales de investigación, control de riesgos y 

de regulación y fiscalización.  
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 Huelga destacar la importancia de esta última función para la gestión de los 

servicios públicos esenciales; lo que amerita se analice la pertinencia y 

oportunidad de perfeccionar y resolver positivamente la sanción del proyecto 

normativo propuesto; para cuya elaboración se ha considerado la situación y 

perspectivas del desarrollo sanitario actual y sus proyecciones, en el marco de 

particularidades sociales, geográficas y económico-financieras de la provincia del 

Chaco; en la inteligencia de reconocer explícitamente que “las normas, las 

regulaciones, los reglamentos deben considerar el contexto, el marco en el que su 

aplicabilidad sea cierta, es decir que puedan ser cumplidas en la realidad”. 

 Se sabrá considerar la versatilidad instrumental del proyecto normativo que se 

propone, en cuanto a la posibilidad de aplicación flexible mediando  programas 

concretos; así como también la simplicidad de la Agencia ad-hoc para el 

desarrollo, regulación y control de los servicios de agua y saneamiento en la 

provincia, del Comité Técnico de Revisión y Actualización, del Consejo de 

Usuarios y de los diversos Registros, previstos todos en el proyecto de Ley que se 

impulsa, sin que en ningún caso sean elevadas las erogaciones de estructuras ni 

funcionales.- 

 En este contexto general, el proyecto de Sistema Integrado Provincial de 

Desarrollo, Regulación y Control de Servicios de Agua y Saneamiento requerirá 

del instrumento legislativo que le reconozca y formalice. Aparte de fundamentos 

explicitados en su presentación y los propios de valoración del decisor político, se 

justipreciará su fin último, entre otros que pueden escapar a nuestro dominio en la 

presente instancia: 

 El establecimiento de normas interrelacionadas (y por ello integradas y 

reunidas en un mismo marco) básicas para el impulso, generación y 

sostenibilidad de niveles de efectividad y de calidad -sustantiva y de servicio- 

acordes con la naturaleza de la prestación en cada zona, distrito, localidad y 

paraje de la provincia, en las que hayan o se desarrollen servicios o suministros 

públicos agua y saneamiento. 

 La promoción de tutela, en perspectiva de las prestaciones que nos ocupan, de 

la salud ambiental (en particular  del agua en sus distintas expresiones) y la 

salud pública.- 

 El mejor posicionamiento de la Provincia para el desarrollo y sostenimiento, e 

incluso rehabilitaciones y mejoras, de disímiles servicios de agua y 

saneamiento en toda la provincia en orden a la financiación de proyectos y 

obras con el Banco Mundial y otros entes internacionales de financiamiento. 

 El desarrollo de un marco legal integrado y apropiado, situado, que permita 

conciliar un eficaz y efectivo suministro de servicios de agua segura y de 

saneamiento cloacal por parte de sus prestatarias, con el adecuado ejercicio de 

facultades estatales relativas a la protección del interés sanitario, del bienestar 
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de la población y del ambiente, en particular del recurso hídrico en todas las 

cuencas en territorio provincial. 

 La protección de derechos de los usuarios -colectivos e individuales- en 

armonía con la acción, derechos y atribuciones de las autoridades regulatorias 

y de los prestatarios.- 

………………………………….. 


